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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO MONTEAGUDO VALDEZ

Con el debido respeto por la sentencia adoptada en mayoria, emito el presente voto
singular en base a las razones que a continuaci6n expongo.

L Situacidn de la universidad peruana antes de la expediciôn de la Sentencia
recafda en el Expediente 00017-2008-PUTC, el nacimiento de la
Superintendencia Nacional de Educaciôn Superior Universitaria (Sunedu) y la
obligaciôn constitucional del Estado de supervisar la calidad de la educaci6n.

1. Del anâlisis coqiunto de los articulos 13 a 19 de la Constituciôn, hace ya varios
afios, el Tribuaal Constitucional concluyô que son eo esencia tres las principales
manifestaciones del derecho firndamental a la educaci6n; a) el acceder a ella; b) la
peünanencia y el respeto por la dig,idad det educando; y c) la catidqd de la
educaciôn (cfr. Sentenci*rccaida en el Expediente 04646-ZAA7-PA-|ïC, f,turdamento
15), para luego enfatizar que "[s]in la debida protecciôn y promociôn del deræho
fundamental a la educaciôn, el sentido mismo de la dignidad humana y de los
derechos ea ella directamente frmdados, se torna esencialmente debilitado e
inefrcaz, pues la liberAd sin conocimieuto, lejos de fofialecer la autonomia moral
del ser humano, 1o conde,ta a la frustraciôn qrre genera la ause,rcia de la realizaciôn
psrssnal" (c&. Ssnteficia recaida en el Expediente 00û17-2008-PllTC, fimdrmefito
4).

2. No obstante, hasta hace poco mâs de 8 af,os, [a situaciôn de la educaciôn
universitaria en el pais, desde una pÊrspectiva general, era dramâtica y, en algunos
§asos, caütica. La universidad peruan4 observada en promedio, no era una
instituciôn orientada a garantizar "la fomraciôn profesional, la difimiôn cultural, la
creaciôn intelectual y artistica y la investigaciôn cientlfica y tecnolôgica", tal como
exige el articulo 18 de la Constitusiôn. En algunas ocasiones, algunos proyectos que
se pretendian universitarios utilizaban la promesa educativa como rma mercanciâ eu
favor del exclusivo iuterés econômico de sus promotores y en deemedro del interés
superior del educando.

3. Fueron diversos los factores que desencadenaron tal escenario de crisis, pero
seguramente el mâs importante estaba representado por el hecho de que el Estado,
por muchos aflos, habia inconsti§rcionalmente renunciado a la delieadisima
obligaciôn de fiscalizar de manera eficiente la calidad de la educaciôn universitaria,
a pesâr de que e1 articulo 16 de la Norma Fundamental es categôrico en establecer
que corresponde a aquel "[s]upervisa[r] (...] ]a calidad de [a educaci6n".
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4. Bajo un inconstitucional entendimiento del valor de la autonomia universitaria, la
tarea habia quedado librada al accionar de la desaparecida Asamblea Nacional de
Rectores (ANR) y al del también extinto Consejo Nacional para Ia Autorizaciôn de
Funcionamiento de Universidades (Conafu), dos entidades autônomas de derecho
pirblico, pero absolutamente desvinculadas del tus imperiurn estatal, y conformadas
por rectores dç las propias universidades.

5. Asi, se tiene que al aflo 2010, del total de 56 universidades privadas creadas durante
la historia de la Repüblica, es decir, desde el afio l9l7 en el que se crea la primera,
la mitad fueron autorizadas por el Conafu en sus primeros 14 afios de
funcionamiento. De hecho, solo en el afio 2006 autorizô el fi.rncionamiento de 7
[uevas universidades.

Por supuesto que podria psnsarse que los 28 casos de universidades autorizadas por
el Conafu, superaban con claridad los requisitos exigidos por la legislaciôn para
asegurât los estândares de ealidatl propios de las finelidades eônstituoiônâles que la
educaciôn universitaria estâ llamada a cumplir. Ocurre, sin embargo, que no solo un
elemental conocimiento de la realidad permitiria sostener algo diametralmente
opucstô, sino q-ue un anâlisis detallado dc la data disponiblc (efr. Senteneia reeaida
en el Expediente 00017-2008-PI/TC, fundamentos 122 a 176),llevo al Tribunal
Constitucional a concluir que el rol cumplido por Conafu en su deber de velar por
una educaci6n universitaria ajusuda a las exigencias constitucionales, en la prâetiea
no habia estado a la alfura de los principios constitucionales.

7. Y el mismo diagnôstico era extensible a la labor desarrollada por la ANR en la
misma materia. En efecto, a pesar de que las condiciones normativas para autorizar
Ia creaci6n de filiales universikrias eftü constitucionalmente adecuadas y, por
consiguiente, exigentes, en el corto tiempo de vigencia de la Ley N." 275A4 (del 10
de julio de 2001 al 2 de julio de 20t5, apenas 4 affos), la ANR autoriz6 el
funcionamiento de 18 filiales universitarias, en su inmensa mayoria, de un nivel
educativo en desacuerdo con los minimcs esùtndares de calidad (cfr. Sentencia
recaida en el Expediente 00017-2008-PyfC, fundamentos 133 a 138).

8. Siendo ese el escenario, la seutencia del Tribtrnal Constitucional recaida en el
Expediente 00017-2008-PUTC constituyô el hits que represent6 el inicio de un
cualitativo carnbio. En ella no solo se considerô inconstitucional que inexista una
entidad estatal encargada de la supervisiôn de la ealidad de la edueaciôn
universitaria (tal como ordena el articulo 16 de la Constituciôn), sino también el
haber encomendado dicha delicada labor a entidades (la ANR y el Conafu)
perte,tecientes esencialmente al propio cfuculo rmiversitatio y desvinculadas del
monitsreo estatal.

9. Por ello, en la referida sentencia se declarô la existeacia de un estado de cosas
incanstituctanal de caràcter estructural eir el sistema edusativo rmiversitaris,
estableciendo la obligaciôn del Estado adoptar -respekndo los criterios expuestos

6.
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efl la sentencia- las medidas institucionales necesarias (legislativas, administrativas,
econômicas, etc.) para reformar el sistema de la educaciôn universitaria en el pais,
de forma tal que quede garuntrzado el derecho fundamental de acceso a una
educaci6n universitaria de calidad reconocido por la Constituciôn. Entre dichas
medidas debia, obligatoriamente, disponerse la siguiente:

"La qreaciôn de una §u
lmnarcial. v supervisad? eflcientemente nor el Esta$o, que cuente, entrô otras, con las
siguientes competencias :

(i) Evaluar a todas las universidades del pais, y sus respectivas filiales, adoptando las
medidas necesarias para, cuando sea necesario, elevar su nivel de calidad educativa.
(ii) Evaluar a todas las universidades y filiales ratificadas o autorizadas por el
CONAFU, adoptando las medidas necesarias para, cuando sea necesario, elevar su
nivel de calidad educativa (...).
(iii) Garantizar que el exameh de admisiôn a las universidades cumpla eon adecuados
niveles de exigibilidad y rigurosidad intelectual, tomando er cueutâ que, de acuerdo
al articulo 13o 2 c. del Pacto Internacional de Derec.hos Econômicos, Sociales y
Culturaleg la cnseinwza superior urrivereitaria debe hacerse aecesible a todos, 'sobre
la base de la capacidad de cada uno"'(cfr. Seutencia recaida en el Expediente 00017-
2008-PI/TC, punto resolutivo 4; énfasis agregado).

10. Desde luego, en la sentencia se precisaba que "[e]1 ejercicio de estas competencias
de evaluaci6n exteroa no deb[ia] dar lugar en ningûn sâso Ê violaciôn de la
autonomia universitaria, por 1o que no podliaû] incidir en el ideario o visioû de la
universidad o en la libertad de cÉtedra de sus docentes, o en su organizaciôn
estructural y administraüva" (cfr. punto resolutivo 4, in fine). Por ello, no resiste el
menor anâlisis, sostener que la existencia ds üaa entidad estatal eircargada de
monitsrear Ia calidad de la educaciôn universitaria visle la autsnomia de la
universidâd. §e trataba tan solo de respetar esta crucial garantia institucional, ptro
sin renunciar a una obtigaciôn constitucionalmente consagrad4 bajo Ia lôgica
siguieate: tanta autonomia como resulte constitucionalmente posible, pero, a su vez,
con tanta supervisiôn estatal como resulte constitucionaLnente necesaria.

11. Es fundamentalmentc al amparo de los lineamientos establecidos en la aludida
sentencia -en relaciôn coa los cuales se generô un çonsenso altameûte favorable -
que se dictô la Ley 30220, dando lugar a rura nuÊva Ley Universitaria, cuya
principal refoflna supuso el nacimiento do la §uporiutendencia Nasional dc
Educaciôu Superior Universitaria (Sunedu).

12. En su disefro original, hoy derogado por la Ley 31520, imBugnada en esta causan la
Sunedu era un organismo publieo técnico especializado adscrito al Ministerio de
Educaciôn, con autonom{a técaica, funcional, econ6mica, presupuestal y
administrativa. Su Consejo Directivo, miâximo ôrgano de la entidad, estaba
csnformado por el Superinteadenæ, quien era designado mediante resoluciôn
suprema a propuesta del Ministro de Educaci6n por un periodo de tres aflos,
pudiendo ser re,novada su designaciôn por 1m pedodo adicional; rm representante
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del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnologia e Innovaciôn Tecnolôgica (Concÿec),
con un nivel no menor de director general; y cinco miembros seleccionados
mediante concurso püblico de méritos, de Ios cuales dos debfan ser docentes
provenientes de universidades priblicas y ur1o de universidad privada, quienes
debian contar con el grado académico de doctor, habiéndolo obtenido con estudios
presenciales y un minimo de diez aüos como docente principal. Los otros dos
seleccionados debian ser personaiidades que cuenten con el grado académico de
doctor, habiéndolo obtenido con estudios presenciales y un minimo de diez aflos de
experiencia en el campo de la investigaciôn y el desarrollo de las ciencias y el
conocimiento, con investigaciones y publicaciones en revistas cientificas indexadas,
o contar con el grado académico de doctor o maestro habiéndolo obtenido con
estudios presenciales y haber desempeflado eargos de gestiôn en el âmbito püblico o
privado o en el âmbito educativo, por un periodo minimo de diez afios (cfr. arriculos
I,12, 17 y 20 de la Ley 302?A, hoy derogados).

13. Desde luego, hab{a mâs de una maile,ra constitucionalmente posible de coneretizar,
a través de la ley, los criterios obligatorios que hab{*n sido instituidos por e}
Tribunal Constitucional, a través de la §entencia recaida en el Expediente 00017-
2008-PVTC. Pero la ffrrnula adoptada por la original Ley 3A220, era claramente
compatible con ellos, en esencia, pûrqüe finalmente, eû rûtrsôrdâficia eon la Nsrma
Fundamentalt habia encomendado a una instituci6n del Estado, objetivamente
imparcial y meritorâüca' y no a un organismo ajeno al Estado , e1 resguardo de una
instrucciôn universitaria que se encuüfre alineada a Ïas exigencias cualifi.cadas que
la Constituciôn demanda.

14. Es de particular relevancia recordar que el Tribunal Constitucional, en aquella
medular sentencia, habia sostenido 1o siguiente:

"...e1 derecho fundamental a la educaciôn tiene un nivel axiolôgico de singular
iurportancia en el orden constitucional merced a la relaci6n simbiôtica que existe entre
el acceso al conocimiento y la optimizaciôn del principioderecho a la dignidad
(articulo 1" de la Constituci6n), y entre aquél y el libre desarrollo de la personalidad
del ser humano (articulo 2' 1 de Ia Constituciôn), entonces, toda actiüdad humana que
participe del proceso educativo debe estar orientada a garurrtlzar 'el desarrollo integral
de la persona humana' (articulo 13' de la Constituciôn), y, en el caso especifico de la
educaci6n univcrsitaria, a garaatizar'la forrnaci6n profesional, la difusiôn cultural, la
creaciôn intelectual y artistica y la investigaciôn cientlfica y tecnolôgica' (articulo 18"
de la Constituciôn). Ea consecuencia, la actividad educativa universitaria debe
eontar con lr irenuncîable, efæientc, efiaaz y perfiranente superrisl6n y
flscalizaciôn del Estado, a efectoq de asegurar su accesibilidad" su celidad y el
tumplimiento de lss {ines exigidos por Ia Norma Fundamental (cft. §enatencia
reaaida en el Expediente 0001 7-2008-PÿTC, frrnda,mento 221" ênf*x* agregado).

15. Quizâ corvenga repetirlo: a juicio del Tribunal Coastitucional, en un criterio que
tiene mas de diez aflos, que coasolidô uniformernente con jurisprudencia posterior
(cfr., en particular, las Sentencias recaidas en los Expedientes 00014-2014-PVTC -y
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acumulados= y 00023-20I4-PVTC.) y que fue motivo de alta satisfacciôn para toda
instituciôn seria, püblica o privada, vinculada a la formaciôn universitaria, que
estaba âvida de una reforma que acerque Ia realidad de Ia educaciôn superior a Ias
aspiraciones del Constituyeilte, y a las demandas y necesidades del educando y sus
familias, en raz6n del nexo indisoluble entre la protecci6n de la dignidad humana y
el derecho a la educaciôn, la supervisiôn por partp- dcl Estado dçbja ser
irrenunciable. qficiente. eficaz y pennanpnte.

16. Y no era por supuesto esta una prédica generada ilc novo por el anhelo del supremo
interprete constitucional, sino consecuercia, como ya quedô dicho, de la letra clara
y directa de 1o que ordena el articulo 16 de la Constituci6n ('El Estado (...)
[s]upervisa (...) la calidad de la educaciôn') -obligaciôn constitucional que, por
intereses probablemente poco nobles, habia resultado marginada por demasiados
æios- y de la exigencia constitucional de que quien tenga competencia para decidir
sobre los derechos fundamentales de la persona --en este caso, sobre el derecho a la
educaciôn y su necesmia calidad- perteîezca â imâ estructura y configuraciôn legal
objetivamente impareial, en tanto manifestaeisn det derecha al debido procesû,
reconocido en el artlculo 139, inciso 3, de la Noima Fundamental; imparcialidad
que comprobadamente habia quedado de lado mienkas el Estado renunciô a dicha
supelisi6n (efr. Snrtffitia recâldâ er el Expediente 0û017-2û08-PI/TC,
fundamentos 106 a 161).

tr. Aniilisis de constitucionalidad de las principalee reformas generadas por la
Ley 3152û.

17. Pues bien, como consecueacia de las principales reformas normativas introducidas
por la Ley 31520, impuguada en este procsse, Iamentablemente, se ha retornado a
una institucionalidad parcialmente anâloga a aquella que condenô a la educaci6n
universitaria, eu alta medida y con pocas excepcioues, al abandono de los valores
constitucionales comprometidos con la id6nea formaciôn de los estudiantes
universitarios.

18. En efecto, para empezar, como consecuencia de 1o previsto por la Ley 31520,
Sunedu deja de encorttrarse adscrita al Ministerio de Educaci6n y, en general, pierde
todo vinculo con alguua entidad estatal, pasando a ser un organismo absolutamente
aislado de cualquier clase de fiscalizaci6n por parte del Estado (articulos I y 12 de
la Ley 30220, reformados por el artlcul,o 2 de la Ley 31520). A su vez, su Consejo
Directivo, pasa a estar conformado de la siguiente manera: dos representantes de las
universidades püblicas {1ue cuentan con rector; un representante de las
universidades privadas que cuentan con reetor; un representante del Concyteo; un
representante del Sistema Nacional de Evaluaciôn, Acreditaciôn y Certificaciôn de
la Calidad Educativa (Sioeace); un representank del Ministerio de Educaci6n; y un
representante del Consejo Nacional de Decanos de los Colegios Profesionales del
Peru (articulo 17 de laLey 30220, reformado por el articulo 2 dela Ley 31520).
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19. Es decir, tomando en consideraciôn que las universidades püblicas y los colegios
profesionales, aun suando sean entidades de derecho piiblico, no pÊrteoecen a la
arganrzuciôn estructural estaüal y carecen, por ende, de1 ejercicio del ius tmperium
constitucional, la mayoria de miembros del Consejo Directivo de Sunedu queda
ajena a toda representaciôn estatal. A lo que se fllma rpq de acuerdo a la nueva
normativa, el Superintendente - a saber, la mrâxima autoridad ejecutiva de la
entidad- pasa â ser elegido por tal Consejo Directivo (articulo 20 de la Ley 3022A,
reformado por el articulo 2 delaI.ey 31520).

20. Pero no solo ello. A diferencia de lo establecido por la legislaci6n derogada,
conforme a la impugnada normativ4 desaparece toda exigencia relacionada con la
necesidad de un çorcurso publico de méritos parala selecci6u de los miembros del
Consejo Directivo, limitândose a establecer, a diferencia de los estândares antes
compelidoso que tales miembrss deben contar cou el grado académico de doctor y
experiencia en docencia y gestiôn universitaria (articulo 17.2 de la Ley 3022û,
reformado por el articulo 2 delaley 31520).

21. Recuérdese que el Tribunal Constitucional ha resaltado la relevancia constitucional
de la meritocracia (mérito personal y capacidad profesional) para el ingreso a la
administraciôn priblica, estableciendo que ésta constituye un criterio objetivo
fuudamental en el ingreso y permanencia eu la actividad estatal pæa la ptestaciôn
de nn servicio pirblico (e&. Sectencias recaldas en los Expedientes AW20*2O12*
PI/TC fimdamnto 56; y 05057-2013-PA/TC, tundamento 10). La propia Ley
3A057, del Servicio Civil, en el numeral d) del articulo III de su Titulo Preliminar
estableæ lo siguiente: "Meritooraçia.- EI RÉgimer dsl Servido Civil, incluyendo el
aceeso, la permaneneia, progresiôn, mejora en las €ompensasiones y movilidad se
basa en la aptitud, actitud, desempeflo, capacidad y evaluaciôn peilnanente para el
puesto de los postulantes y servidores çivites".

22. Es decir, el valor del mérito que es tenido en cuenta como un principio ffansversal
para el ingreso y Ia permanencia del personal de todo el régimen laboral del servicio
civil, sorprendentemente, es ahora dejado de lado al momento de establecer los
criterios que deben cumplirse para formar parte de la instituciôn en cuyas manos se
encuentra, ni mâs ni menos, la supervisiôn de la calidad educativa de todo el
sistema universitario.

23. En resumen, conforrne a la ley de reforma sometida a este juicio, la entidad que
supervisa la calidad de la educaciôn universitaria en el Perü, deja de formar parte
del Estado o estff supervisada por este, los miembros de su mâximo ôrgano de
gobierno, en su mayoria, no representân a una entidad estatal y pertenecen al propio
circulo universitario, el Superintendente surge de entre los miembros de tal Consejo
Direetivo, y desapareec el valôr de Ia meritooraeiâ eomô oôndieiôa pârâ clcgirlos.
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24. iEllo resulta conformÊ con la ûorma constitucional que exige que el Estado
supervise la calidad de la educaciôn universitaria (articulo 16 ds la Constituci6n y
§e,ntencia recaida en el Expediente 00017-2008-PÿTC)? ;EIIo es compatible con Ia
obligaciôn constitucional de que las decisiones relacionadas con el derecho a la
educaci6n universitaria sean competencia de una autoridad objetivamente imparcial
(articulo 139, inciso 3, de la Constituciôn, y Sentencia recalda en el Expediente
Û0017-2008-PIITC)? A todas luces, la respuesta clara a tales interrogantes resulta
negativa.

III. Sobre la sentencia en mayoria expedida en esta câusa.

25. Lamento profundamente que la sentencia en mayoria no lo haya apreciado asl. En
efecto, con relaciôn a la alegada inconstitucionalidad representada por el hecho de
que Sunedu deje de encontarse adscrita al Ministerio de Educaciôn, la seatencia en
mayoria sostiene que "el hecho de que no sea por sl misma inconstitucional dicha
adscripciôn, tampoco comporta sostener quc se trate de un mandato
constitucionalmente ordenado, lo que implica que tal adscripciôn y los términos en
que se realice se encuentran dentro del âmbito de libre configuraci6n de la ley que
asistÊ al legislador democrâtico" (.,,) [L]a fundamental es que se garantice al
ôrgano de control externo de la calidad universitaria -actualmente la Sunedu-, la
autonomia necesaria para llevar a cabo las funciones que el legislador le ha
co*feridq en el marco de la Constituci6û, y la interpretacion desaroll*da por este
Tribunal. A este respecto, la ley cuestionada no niega la autonom{a de Ia Sunedu,
necesaria para el cumplimiento de sus fimciones; antes bien, ha insistido y
explicitado su carâcter de €fie autônomo efi el rsfsrido mtictrlo 12" (cfr.
fundamentos 54 a 56).

26. El error en el que incurre este razonamiento es considerar que lo rinico
constitucionalmente fundamental es que Sunedu sea normativamente autônoma.
Desde luego, ello no es lo ünico constitucionalmente fundamental. La ANR y el
Conafu, por ejemplo, también lo eran, pero ello no impidiô que su rol en la custodia
de la calidad educativa universitaria resulte reflido con la Constituciôn. Y es que
otro aspecto constitucionalmente fundamental es la orden proveniente del articulo
16 de la Constituciôn en el sentido de que debe ser el Estado quien supervise la
calidad de la educaciôn. La pregunta es: si Sunedu ya no se oncuenffa adscrita o
forma parte de ninguna entidad estatal y es ella la que supervisa la calidad de la
educaciôn universitaria, leste disef,o normativo es respetuoso de 1o ordenado por el
articulo 16 de la Norma Fundamental? Evidentemente, no.

27. A diferencia de lo sostenido por la sentencia en mayoria, este disefio normativo no
se encuentra dentro del âmbito de la libre configuraciôn del legislador, sino que se
cneuentrâ eôn$ifiioiôIlâlmentc prohibido aü resultar ineompatible eon lo estableeido
por el articulo 16 de la Constituciôn. No obstante, este precepto constitucional es
sencillamente obviado por la sentencia en mayoria.
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28. Por otro 1ado, luego de errôneamente afirmarss que "la composiciôn del consejo
directivo de Sunedu constiünye uu aspecto zujeto a la discrecionalidad deI
legislador, sin que exista ningun mandato constitucionalmente ordenado, y ello
aplica para el mayor o menor nivel de proximidad respecto de las universidades'"
(fundamento 78), al analizmse la nueva fôrmula normativa para la conformaciôn del
referido Consejo, en la sentencia en mayoria se seflala que oono se aprecia qus se
trate de rrrra conformaciôn donde sôlo aparezcan representantes de las
universidâdes, lo que pondria en cuestiôn la necesaria objetividad e imparcialidad
que debe caructenzar al ôrgano de controi externo de ia calidad de la educaciôn
universitaria" (firndamento 8 1).

29, La que no se sefiala en la sentencia en mayarta es que si bien el Consejo, en efecto,
no pasa a estar conformado o'solo" por representantos de las universidades, la
mayoria de sus miembros (cuaüo de siete) ya ûo representan a entidades estatales
que cuenten con compete,ncias e.n mateda educativa, sino a enüdades ajenas al ius
imperium estatal (tres a universidades y unrâ eolegios profesiomles), la rnayoria de
las cuales constituyen instituciones que justamente serân objeto de supervisiôn.

30. Si a ello se suma que de entre tales miembros se elegira (obviamente por mayoria)
al Superintendente y que ya no serâ necesario uil concurso de méritos para la
selecciôn de los miembros -âspecto que etrôneameate 1â senteneia en mayoria
considera constitucionalmente no obligatorio (cfr. firndamento 89 a 93)-, es
evidente que con tal disefro normativo la imparcialidad objetiva de Ia entidad uo se
en.Juenffa garantizada, ÿ os, por tânto, violatoria del artlculo 139, inciso 3, de la
Constituciôn que reconoce el dsecho fundamental al debido proceso, del que la
imparcialidad objetiva es manifestaci6n implicita, tal como se desanolld en Ia
"tercera parte" de Ia Sentencia recalda en el Expediente 00017-2ûû8-PI/[C.

31. Desde luego, nada de lo dicho resulta enervado por el hecho de que la sentencia en
mayoria haya ordenado interpretar que todos los representantes que integran el
Consejo Directivo de la Sunedu, incluidos los de las universidades püblicas o
privadas, deberân constituirse en el ejercicio del cargo como miembros
independientes y neutrales debiando âctuar con imparcialidad y sin asumir la
representaciôn de ninguna instituci6n (cfr. fundamento 85 y punto resolutivo 2).

12. Tal orden constituye una obviedad cuyo cumplimiento lamentablemente en modo
alguno resulta garun{aado al haber vuelto el Estado a renuneiar a su deber de
supervisar la ealidad de la educae.iôn miversitaria; al haber desaparecido la
impmcialidad objetiva ds la instituciôn con lm nuevo disefio normativo que hace
que la mayoria de su Consejo Directivo no re,lxesente a1 Estado, recobrando el
poder de los represettantes de lâs universidades; y al haber desapareeido la
meritocracia.
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33. Es pertinente volver a resaltar que la sentencia en mayoria expedida en esta causa,
al analizar la constitucionalidad de la Ley 3L520, absolutamente nada ha dicho
sobre su compatibilidad o no con el artfculo 16 de Ia Constifuci6n que ordeua al
Estado supervisar la calidad de la educaci6n. No 1o ha utilizado como parâmetro
para controlar la validez de la Ley 31520. Se ha utilizado en este voto, pero la
sentencia en mayoria no lo hace. De hecho, por llamativo que resulte, la sentencia
en mayoria en todo su texto solo menciona unâ vez el articulo 16 de la Constituciôn
(fundamento 15), pero solo para recordar 1o que orden4 nuncâ para utilizarlo como
parrflmetro de juicio. Pienso que, si 1o hubiese hecho, no habria tenido m6s remedio
que arribar a las mismas conciusiones a las que se ha arribado en este voto, puesto
que, con la reforma vigente, la §unedu ha dejado de foflnar parte del ius imperium
del Estado, o, por lo menos, de ser supervisada por este.

34. Tal tomo se ha referido ante§, al controlar la reforma recaida sobre los articulos I y
12 de laLey 30220 a través del articulo 2 de la Ley 31520, que goneran que Sunedu
<leje ile estar âdsetita al Ministerio de Edueaeiôn, la senteûeia se ha limitadô â
scfralar que ello no os inconstitucional por considerar que tal adscripci6n no eski
constitucionalmente ordenada ni prohibida, pero en ningün momento ha analizado
si dieha reftnna, o la rueva eonfrrmaeiôn dcl Consejo Direetivo de Sunedu
(articulo 17 dela30zz0,reforrnado por el articulo 2 de la Ley 31520), viola o no el
articulo 16 de la Constituci6n que establece la obligaci6n del Estado de supervisar
la calidad de la edueaeiôn (obligaciôn que, pCIr cierto, cômo quedô elicho, en la
Sentencia recaida en el Expediente 00017-2008-PyfC, fue descrita como
irrenunciable -fimdamentos 10 y 22-).

35. Por otra parte, quizâ pueda sostenerse que, si bien la reforma introducida por la Ley
3152Ü constituye un retroceso en materia educativa, tampoco puede ser asimilada
con exactitud a los niveles de la normativa que le dio la tarea de supervisiôn a la
ANR y al Conafi.r. Considero que eso es cierto, pero ello no enerva su
inconstitucionalidad, no solo por las razones ya vertidas, sino también porque el
articulo 26 dela Convenciôn Americana sobre Derechos Humanos -que en virtud de
la establecido por la Cuarta Disposiciôn Final de la Constituciôn es parâmetro
inteqpretativo obligatorio de los derechos y libertades reconocidos en la Norma
Fundamental- establece el deber de progresividad en la protecci6n de los derechos
sociales (el derecho a la educaciôn entre ellos), de forma tal que los avances,
mayores o menores, que se alcanzan en materia de efectividad del derecho a la
educaciôn constituyen obligatoriamente un punto juridico de no retorno. Como se
ha sustentado, la Ley 31520, en diversos aspeetos, constituye en retroceso en
materia de resguardo de la calidad de la educaciôn universitaria en el Peru, y por
ello viola también el mticulo 26 de la refetida Convenciôn.

36. Debe tenerse muy presente ademris lo que, a la luz de la evoluciôn general sistema
intemacional de derechos humanos y de las transforrnaciones cientificas,
tecnol6gicas y del csnosimi€rto, representa el rol garailtista del Estado
constitucional en materia de calidad de la educaciôn. EI afis 2008, el Tribunal
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Constitucional declar6 un estado de cosas inconstitucional, pâra que el Estado
asuma su tarea garantista -corno en otros dominios sociales e incluso econômicos- y
permita que Ia educaciôn superior alc.ance los niveles propios de Ias soeiedades
modefiras, y sea acsesible a todos ios penmnos, sin discriminaciôn, de forma tal que
nadie quede condenado a la marginaciôn debido a sus deficieotes niveles
académicos. Hoy màs que nunca el entendimiento de que el artisulo 16 de la
Constituciôn debe tener un efecto expansivo que coûsolide los mecanismos
institucionales que aseguren la educaciôn universitaria de calidad es un mandato
inexorable.

37. Por las razones expuestas, discrepo respetuosa, pero categôricamente de la sentencia
en mayoria, y mi voto es por declarar fundada en parte la demanda, y, por
consiguiente, inconstitucional el articulo 2 delaLey 3L520, en çuanto reforma los
articulos l, 12, 17 y 20 de la Ley 30220-

IV. Sobre el comportamiento de Ia parte demandante en la presente causa.

38. No qriierô telminar cste votô sin haeer énfasis cn el hcehô dc que, d,rrante la
audiencia pirblica de esta causa, quien ejerciô la representaci6n del 25Ya delnümero
legal de congresistas demandantes, reconociô expresamente que ellos consideraban
constitucional la refotma inroducida Bor la Ley 31520. Ello quie-re decir que existe
una falta de correspondencia entre las razones consignadas en la demanda, las
cuales se enconkaban orientadas a buscar sustentar la inconstifucionalidad de Ia
nornâ impugnada, y el real parecer de quienes fungieron cCImo demandantes.

39. La legitimaciôn procesal conferida alZ1Yo del nrimero legal de congresistas por el
articulo 203, inciso 4, de Ia eonstituci6n, ha sido disef,ada como un mecanismo
contramayoritario, en afirs de que un grupo minoritario de congresistas que
consideran inconstitucional una ley aprobada por la mayoria, acudan al Tribunal
Constitucional en büsqueda de que las razones desde la Constituciôn se impongan
frente a una mayoria de voluntades.

40. Si los demandantes efl estt causa hubieran consignado en la demanda sus
verdaderas inteuciones, esta hubiese sido rechazada de piano, no soio porque se
hubiesc enconüado reffida coa la ratio arûes descrita, sino porque se habrian
encontrado en la imposibilidad de cumplir con varios de sus requisitos, entre ellos,
"[]a indicaciôn de la norma que se impugna en forrra precisa" y "[Jos
fundamentos en que se sust€ata la pretensiôn" (articulo 100, incisos 2 y 3, del
NCPCo; sub'rayado agregado).

41. La conducta procesal adoptada por la parte demandante resulta altamente
cuestionable.
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V. Couclusiôn.

En conclusiôn, por las consideraciones expuestas, reitero que mi voto es por declarar
FUNDADA en parte Ia demanda, ÿ, por consiguiente, inconstitucional el articulo 2 de
la Ley 3152t, en cuanto refomra los articulos 1, 12, 17 y 20 delaLey 3A220.

s.

VALDEZ
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